
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / MÍNIMO VITAL / PAGO DE INCAPACIDADES / CUANDO EXISTE CONCEPTO DESFAVORABLE DE REHABILITACIÓN / DISTRIBUCIÓN DE DICHO PAGO ENTRE LAS ENTIDADES DEL SGSS / HASTA EL DÍA 180 INCUMBE A LAS EPS / DEL DÍA 181 AL 540 A LAS AFP SI LA ESP EMITIÓ EL CONCEPTO DESFAVORABLE DE REHABILITACIÓN.
La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital. (…)
“… cabe indicar que la norma legal referida no prevé expresamente la entidad que tiene a cargo los subsidios de incapacidad posteriores al día 180 cuando existe concepto desfavorable de rehabilitación. Pese a ello, la jurisprudencia constitucional ha indicado que una de las entidades del SGSS debe asumir el subsidio de incapacidad en estos casos pues la indeterminación legal no es una carga que deba ser soportada por el afiliado quien, por demás, se encuentra en situación de vulnerabilidad debido a sus condiciones de salud. Además, ello desconocería la igualdad en relación con los trabajadores afectados por enfermedades de origen laboral. (…)

“En consecuencia, las reglas jurisprudenciales y legales para el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales originadas en enfermedad común desde el día 1 hasta el 540 son las siguientes:

“(iii) A partir del día 180 y hasta el día 540 de incapacidad, la prestación económica corresponde, por regla general, a las AFP, sin importar si el concepto de rehabilitación emitido por la entidad promotora de salud es favorable o desfavorable.

“De este modo, es claro que la AFP debe asumir el pago de incapacidades desde el día 181 al 540, a menos que la EPS haya inobservado sus obligaciones, como se explicó previamente.” (…)
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Acta N° 46 del 12 de febrero del 2019 




Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de local, el 3 de diciembre último, en la acción de tutela que promovió Viviana Lorena Patiño Otálvaro contra esa administradora de pensiones, a la que fueron vinculados La Nueva EPS y la Universidad Tecnológica de Pereira.





ANTECEDENTES





Los hechos relatados por la demandante admiten el siguiente resumen:





Labora al servicio de la Universidad Tecnológica de Pereira y se encuentra afiliada a Colpensiones.





Fue diagnosticada con trastorno de disco lumbar, disfunción neuromuscular de vejiga y otras incontinencias urinarias especificadas; a consecuencia de este cuadro clínico empezó a padecer de trastorno recurrente depresivo.





El 4 de octubre de 2018 el área de Medicina Laboral de la Nueva EPS le informó, a efecto de dar trámite al proceso de calificación de invalidez, que el pronóstico de rehabilitación era desfavorable, con sustento en que a pesar del manejo terapéutico y analgésico, persiste el dolor “de alta intensidad, limitante y claudicante para la marcha y la actividad física”.





A la fecha se encuentra en trámite la solicitud para calificar la pérdida de su capacidad laboral.





Elevó ante Colpensiones solicitud de reconocimiento de las incapacidades surgidas desde el día 180, pero esa entidad, por oficio del el 6 de noviembre de 2018, se negó a ello con sustento en que los fondos de pensiones deben cancelar esas prestaciones siempre y cuando el pronóstico de rehabilitación sea favorable, mas en este caso “el documento entregado emite un concepto desfavorable, por lo tanto, no es aceptado”.





En la actualidad continúa incapacitada, no percibe ningún ingreso económico, tiene a su cargo dos hijos menores de edad y el dinero que aporta su compañero no es suficiente para satisfacer las necesidades básicas del hogar. De igual manera, mientras se practica el dictamen de invalidez, requiere del pago de las incapacidades generadas para subsistir.





Colpensiones es la responsable de sufragar las citadas prestaciones, independientemente de si el concepto de rehabilitación es favorable o no, tal como lo ha manifestado la Corte Constitucional. Así mismo si la calificación de invalidez es “desfavorable… es esta entidad quien debe asegurar la protección económica hasta los términos que la ley determine”.





Considera lesionados los derechos a la vida digna, la igualdad, la seguridad social, la salud y el mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones cancelarle las incapacidades generadas a partir del 6 de agosto hasta el 3 de noviembre de 2018.





Por auto del pasado 20 de noviembre se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular a los Directores de Medicina Laboral, de Reconocimiento, de Defensa Judicial, de Contribuciones y Egresos, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones, la Dependencia de Medicina Laboral y la Dirección de Prestaciones Económicas de la Nueva EPS y la Universidad Tecnológica de Pereira.





Durante el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:





El rector de la Universidad Tecnológica de Pereira informó que la accionante se encuentra vinculada con esa entidad, mediante contrato transitorio administrativo y bajo la modalidad de tiempo completo, en el cargo de auxiliar III y su relación laboral se encuentra vigente hasta el 16 de diciembre de 2018. De otro lado, esa Universidad pagó las incapacidades otorgadas a la demandante hasta el día 180 y a partir del 181 esa obligación se traslada a Colpensiones o a la Nueva EPS, de conformidad con el artículo 121 del Decreto 019 de 2012, razón por la cual solicitó su desvinculación.





La Nueva EPS, por medio de apoderado, señaló que esa empresa reconoció los primeros 180 días de incapacidad y que, tal como se adujo en la demanda, Colpensiones se niega a pagar las generadas con posterioridad, a pesar de que a esa entidad le corresponde asumirlas hasta el día 540, de conformidad con la normativa vigente y la jurisprudencia constitucional. Teniendo en cuenta lo anterior, esa EPS no ha vulnerado los derechos de la actora y carece de legitimación en la causa.





Los funcionarios de Colpensiones guardaron silencio.





Se definió la primera instancia mediante sentencia del 3 de diciembre último en la que se concedió el amparo solicitado y se ordenó a los Directores de Medicina Laboral, de Reconocimiento, de Defensa Judicial, de Contribuciones y Egresos, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones, en el término de diez días, pagar las incapacidades otorgadas a la actora desde el día 181 al 540 o hasta que se reconozca y pague la pensión de invalidez a que eventualmente tenga derecho. No se desvinculó a la Nueva EPS, “porque eventualmente se podría requerir su intervención… en el evento que las incapacidades superen el día 541”, y se desvinculó a la Universidad Tecnológica de Pereira.





Para decidir así, consideró que la tutela es procedente pues aunque existen mecanismos ordinarios para dirimir la controversia, de los hechos de la demanda se infiere que el caso amerita una intervención urgente por parte del juez constitucional ya que la accionante no ha podido reintegrase a su trabajo, hecho que genera una disminución de los ingresos de su núcleo familiar, el cual, además, está compuesto por dos menores de edad. También se supera el presupuesto de la inmediatez en razón a que la suspensión del pago de incapacidades “se ocasionó en octubre del presente año”.





Respecto al fondo del asunto, estimó que Colpensiones lesionó los derechos de la actora al abstenerse de cancelar las incapacidades generadas desde el día 181, en desconocimiento del precedente jurisprudencial que establece que al fondo de pensiones le corresponde reconocer esas prestaciones desde ese día hasta el 540 y luego de este último, tal obligación recaerá en la Nueva EPS hasta el momento en que se reconozca la pensión de invalidez, ya que existe concepto desfavorable de recuperación.





Inconforme con el fallo, la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones lo impugnó. Alegó que: a) mediante oficio del 6 de noviembre de 2018 se le comunicó a la accionante que su solicitud dirigida a obtener el reconocimiento y pago de las incapacidades concedidas desde el 6 de agosto al 3 de noviembre de 2018, era improcedente ya que el certificado de rehabilitación expedido por la Nueva EPS fue desfavorable. De igual manera por oficio del 29 de octubre último se le informó a la demandante sobre los documentos que debía aportar para adelantar el trámite de calificación de pérdida de la capacidad laboral. Por tanto esa entidad resolvió de fondo la reclamación formulada por la demandante y b) de conformidad con el artículo 142 del Decreto 019 de 2012 y el concepto 201511400874021 del Ministerio de Salud, para efecto de otorgar el subsidio de incapacidad es necesario que el afiliado padezca una enfermedad común, que la incapacidad sea continua y supere los 180 días y que exista concepto favorable de recuperación, presupuesto este último que no se cumple en este caso y por tal motivo tal obligación no es exigible.





Solicita se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se declare la carencia actual de objeto.





El 19 de diciembre último la funcionaria recurrente informó que por oficio del 17 anterior se requirió a la accionante a fin de que allegara el certificado de incapacidad actualizado, las constancias individuales de las incapacidades y el certificado de cuenta bancaria. Así mismo se solicitó a la Nueva EPS remitir aquel primer documento, todo lo anterior para efecto de dar cumplimiento a lo ordenado en el fallo de primera instancia. Pidió declarar acatada la sentencia de tutela, sin perjuicio de las decisiones que se adopten en relación con los argumentos expuestos en la impugnación. 





CONSIDERACIONES





El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.





Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar el pago de las incapacidades otorgadas a la actora y en caso positivo, establecer si en la entidad recurrente recae la obligación de asumir esa carga.





La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital. Así en sentencia T- 529 de 2017 explicó:





Esta Corporación ha reconocido que las personas que pretenden el cobro de incapacidades médicas a través de la acción de tutela cuentan con otros mecanismos judiciales a través de los cuales pueden obtener su pago, procedimientos tales como el proceso ordinario laboral, o el trámite ideado ante la Superintendencia Nacional de Salud. En ese orden de ideas, en principio sería posible aseverar que la ciudadanía cuenta con medios ordinarios suficientes para obtener la materialización de este tipo de pretensiones y, por tanto, resultaría improcedente cualquier intento de solicitar dichos pagos a través de tutela.





A pesar de lo anterior, esta Corte también ha reconocido que el pago de la las incapacidades médicas no solo debe ser entendido como una simple obligación dineraria u económica, sino que, por el contrario, se constituye en el medio a través del cual un trabajador ve suplido su salario ante la materialización de una contingencia que afecte su salud al punto que se vea imposibilitado para desarrollar sus labores y, por tanto, los recursos básicos a partir de los cuales puede procurarse una congrua subsistencia y la de su núcleo familiar.
 Adicionalmente, se ha expresado que esta prerrogativa se constituye en una garantía para la recuperación de la salud del afiliado, pues a partir de su goce, éste puede reposar y asumir adecuadamente el tratamiento que requiere, sin necesidad de tener que preocuparse por reintegrarse anticipadamente a sus actividades laborales con el objetivo de recibir su sustento diario y el de su familia
.

  



De conformidad con lo expuesto, se ha considerado que, dependiendo de la situación particular del solicitante
, la acción de tutela puede constituirse en el único mecanismo idóneo para que una persona obtenga la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas como producto de la negativa en el reconocimiento del pago de las incapacidades que le han sido dictaminadas
”.
.





En el caso concreto no controvirtieron las entidades accionadas la necesidad que tiene la señora Viviana Lorena Patiño Otálvaro de obtener el pago de sus incapacidades laborales, para satisfacer las necesidades básicas de su familia, tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo.





En consecuencia, considera la Sala que en este caso, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, procede el estudio de fondo de la tutela, como mecanismo para proteger los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social de que es titular aquella señora y con la finalidad de evitarle un perjuicio irremediable, pues el pago de sus incapacidades constituye un ingreso fundamental para su sostenimiento.





Las pruebas allegadas al expediente acreditan los siguientes hechos:





La Nueva EPS le ha concedido incapacidades a la accionante desde el 7 de febrero al 3 de noviembre de 2018 por un total de 270 días
.





El 10 de abril de 2018 la citada EPS rindió concepto desfavorable de recuperación
.





Por oficio del 6 de noviembre de 2018, la Directora de Atención y Servicio de Colpensiones se pronunció sobre la solicitud de determinación del subsidio por incapacidad formulada por la actora. Señaló que la petición no cumplía requisitos ya que “el documento entregado… emite concepto desfavorable, por lo tanto no es aceptado. Deberá iniciar un proceso de calificación de la pérdida de la capacidad laboral en primera oportunidad”
.





Mediante comunicación del 17 de diciembre último, la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones requirió a la accionante a fin de que aportara los siguientes certificados: a) de incapacidades actualizado; b) de incapacidades individuales, con constancia de transcripción de la EPS y c) de cuenta bancaria con fecha de expedición no mayor a 30 días. Lo anterior con el objeto de ordenar el pago de las incapacidades otorgadas entre el día 181 hasta el 540
.  





En relación con la responsabilidad en el pago de las incapacidades superiores a 180 días, cuando exista concepto de rehabilitación, ha explicado la Corte Constitucional
:





“Sobre la responsabilidad del pago, esta Corporación ha sido enfática en resaltar que las incapacidades de origen común que superan los 180 días, corren a cargo de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que está afiliado el trabajador
, ya sea que exista concepto favorable o desfavorable de rehabilitación…





22. Es necesario enfatizar en que el concepto favorable o desfavorable de recuperación, es una determinación médica de las condiciones de salud del trabajador y constituye un pronóstico sobre el eventual restablecimiento de su capacidad laboral. Este asegura que el proceso de calificación de la disminución ocupacional, se verifique una vez se haya optado por el tratamiento y rehabilitación integral del trabajador
.





(…)





24. Como resultado de tal valoración es posible que se determine una disminución ocupacional parcial, esto es, inferior al 50%. En dicho evento, “el empleador debe proceder a reincorporar al trabajador en el cargo que venía desempeñando o en otra actividad acorde con su situación de discapacidad, siempre y cuando los conceptos médicos determinen que se encuentra apto para ello”
.





No obstante lo anterior, es factible que el trabajador no recupere su capacidad laboral, y por esa causa, el médico tratante le siga extendiendo incapacidades, pese a haber sido evaluado por la junta de calificación de invalidez y a habérsele dictaminado una incapacidad permanente parcial, por pérdida de capacidad laboral, inferior al 50%. Por tanto, es indispensable determinar cuál entidad del Sistema General de Seguridad Social debe encargarse del pago de dichas incapacidades.





Al respecto, cabe indicar que la norma legal referida no prevé expresamente la entidad que tiene a cargo los subsidios de incapacidad posteriores al día 180 cuando existe concepto desfavorable de rehabilitación. Pese a ello, la jurisprudencia constitucional ha indicado que una de las entidades del SGSS debe asumir el subsidio de incapacidad en estos casos pues la indeterminación legal no es una carga que deba ser soportada por el afiliado quien, por demás, se encuentra en situación de vulnerabilidad debido a sus condiciones de salud. Además, ello desconocería la igualdad en relación con los trabajadores afectados por enfermedades de origen laboral
.





(…)





26. En consecuencia, las reglas jurisprudenciales y legales para el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales originadas en enfermedad común desde el día 1 hasta el 540 son las siguientes:





(iii) A partir del día 180 y hasta el día 540 de incapacidad, la prestación económica corresponde, por regla general, a las AFP, sin importar si el concepto de rehabilitación emitido por la entidad promotora de salud es favorable o desfavorable.





De este modo, es claro que la AFP debe asumir el pago de incapacidades desde el día 181 al 540, a menos que la EPS haya inobservado sus obligaciones, como se explicó previamente.” (Subrayas fuera del texto original)





De acuerdo con la jurisprudencia anterior, es claro que corresponde a Colpensiones, cancelar las incapacidades laborales que se han otorgado luego del día 180 hasta el 540, con independencia de que el concepto de rehabilitación expedido por la Nueva EPS haya sido desfavorable.





Por tanto, como tuvo razón la funcionaria de primera instancia al ordenar a ese fondo de pensiones cancelar tales prestaciones, la providencia impugnada será confirmada, aunque se modificará la orden impuesta a los Directores de Medicina Laboral, de Reconocimiento, de Defensa Judicial, de Contribuciones y Egresos, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones, para dirigirla únicamente al primero de esos funcionarios quién, de conformidad con el numeral 4.3.2.7. del artículo 4º del Acuerdo 108 de 2017, expedido por la Junta Directiva de esa entidad, es el encargado de “Adelantar las actividades necesarias para la determinación y pago de los subsidios de incapacidad temporal de acuerdo con los términos de Ley y la normatividad vigente” y, por ende, frente a los demás funcionarios de esa entidad el amparo se declarará improcedente.





Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE





PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de local, el 3 de diciembre de 2018, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Viviana Lorena Patiño Otálvaro contra Colpensiones, a excepción de su ordinal segundo que se modifica para dirigir el mandato allí contenido al Director de Medicina Laboral de esa entidad y para declarar improcedente el amparo frente a los Directores de Reconocimiento, de Defensa Judicial, de Contribuciones y Egresos, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.





SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.





TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.





Notifíquese,





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA


Ausencia justificada
� Ver Sentencia T-140 de 2016.


�Ver Sentencia T-311 de 1996. Al respecto, en aquella ocasión esta Corte asumió el conocimiento de un caso en el que una mujer reclamaba el reconocimiento y pago de su licencia de maternidad y a quien éste le fue negado por problemas en el pago por parte de su empleador. Sobre el particular, la Corte consideró que si bien, en principio, podría considerarse que se trata de una pretensión eminentemente económica, una afirmación en ese sentido desconocería la especial naturaleza de esta prestación que pretende suplir el salario del trabajador durante el tiempo en que éste se encuentra incapacitado para ejercer normalmente sus funciones. Por ello, consideró que la intervención excepcional del juez de tutela se hacía forzosa so pena de permitir que se prorrogue la vulneración de los derechos de los ciudadanos.


� Especialmente cuando la prestación económica en discusión se constituye en la única fuente de ingresos del solicitante para satisfacer sus necesidades básicas.


� Ver Sentencia T-920 de 2009.


� Sentencia T- 529 de 2017. M.P.: Alberto Rojas Ríos


� Folio 13 cuaderno No. 1


� Folio 16 cuaderno No. 1


� Folios 57 y 58 cuaderno No. 1


� Folios 8 a 16 cuaderno No. 2


� Sentencia T-401 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado


� Ver entre otras las sentencias T-097 de 2015, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; T-698 de 2014, M.P.  Mauricio González Cuervo; T-333 de 2013, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva y T-485 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao.


� Decreto 2463 de 2001. Artículo 23 inciso 1º.


� Sentencia T-920 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Véase también: Concepto Jurídico 201511400874021 de 21 de mayo de 2015 del Ministerio de Protección Social.


� Sentencia T-920 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Al respecto, indicó: “No resultaría coherente con el ordenamiento constitucional, que mientras el Sistema General de Riesgos Profesionales garantiza integralmente todas las prestaciones asistencias y económicas que se derivan de la incapacidad laboral por enfermedad profesional, otorgándole al trabajador un subsidio por incapacidad temporal equivalente al salario desde el inicio de la incapacidad hasta el momento de su rehabilitación, incluso aquellas que superan los 180 días, no suceda lo mismo en el Sistema General de Seguridad Social en Salud, cuando se trata de una incapacidad que surge por enfermedad de origen común. Ello, comporta una discriminación que no es constitucionalmente admisible, como quiera que el origen de la enfermedad no debe ser factor determinante del grado de protección que merece el trabajador incapacitado. En cualquier circunstancia, quien se encuentre imposibilitado física, psíquica o sensorialmente para desempeñar su trabajo, igualmente requiere de los ingresos necesarios que le permitan subsistir de manera digna y, en tal sentido, es titular de la protección que le otorga el ordenamiento jurídico.”
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